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CAPITULO I

RECONSTITUCIÓN FUNDAMENTAL

Una vez que el Libertador había fallecido, su nombre per-
tenecía solamente a la Historia, y su prestigio perdía toda au-
toridad y toda fuerza. Desde aquel momento el partido boli-
viano, sin razón de ser, en lo personal, se halló desorientado y
en disolución, mayormente cuando le faltaba todo punto de
apoyo en las provincias venezolanas y ecuatorianas. El patrio-
tismo aconsejaba aplicar todos los esfuerzos a la reconstitución
de la república, reduciéndolos a sus primitivas proporciones,
esto es, a la Nueva Granada. Así, en tanto que los liberales
vencedores recuperaban el poder, los bolivianos neo-granadinos,
lejos de oponerse al movimiento de reconstitución de la patria,
cooperaron a él, en su mayor parte; con lo que, sin dificultad
alguna y en plena paz, pudo restablecerse la tradición de la le-
gitimidad republicana y del gobierno popular representativo.

El Vicepresidente Caicedo, aunque su autoridad era de ori-
gen colombiano, fue reconocido y obedecido como Jefe del
Gobierno, y su decreto del 14 de abril, expedido en la Villa de
Purificación (Provincia de Neiva), "sobre restablecimiento del
Gobierno legítimo", dio nueva forma a la autoridad que había
desaparecido, bien que en aquel acto se invocaba la Constitu-
ción de 1830, que en realidad no imperaba ni podía imperar.

Ocurrieron a poco los arreglos sucesivos de ¡untas de Apulo
y Techo (a fines de abril y principios de mayo), y ya resta-
blecido en Bogotá el Gobierno, el Vicepresidente dictó su de-
creto del 7 de mayo "convocando una Convención de dipu-
tados de los departamentos de Antioquia, Boyacá, Cauca, Cun-
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dinamarca, Istmo y Magdalena"; decreto que se apoyaba aún,
para mantener la idea de la legitimidad, en el Decreto Legis-
lativo de 5 - 11 de mayo de 1830.

La Convención debía reunirse en Bogotá el 15 de noviem-
bre, para dar nueva Constitución a la república, "determinar
lo que estimase conveniente para la futura prosperidad del Es-
tado, y hacer las elecciones de los magistrados que debían re-
girlo, hasta que se nombrasen los que la misma Constitución
prescribiese". Los diputados debían ser elegidos por las pro-
vincias, en la proporción de uno por cada veinticinco mil al-
mas y un residuo de doce mil. Las demás disposiciones del De-
creto, análogas en parte a las que en enero había expedido el
gobierno dictatorial, tendían a facilitar la elección y reunión
de los diputados, así principales como suplentes.

Dióse entera ejecución al decreto de convocación, y reu-
nida en Bogotá el 15 de noviembre la Convención, se apresuró
a expedir el 17 una Ley fundamental de la Nueva Granada
que, sancionada el '21, sirvió de base a la naciente legitimidad
ya la Constitución que en febrero de 1832 fue expedida. Como
desde entonces data definitivamente la nacionalidad que ha lle-
vado diversos nombres y al presente se denomina República
de Colombia, parécenos necesario reproducir aquí aquella Ley
fundamental, documento histórico y político de suma signifi-
cación e importancia.

Su texto es el siguiente:

LEY FUNDAMENTAL DE LA NUEVA GRANADA

Nós los representantes de las provincias del centro de Co-
lombia, reunidos en Convención.

CONSIDERANDO:

Que los pueblos de la antigua Venezuela se han erigido en
un Estado independiente;
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Considerando: Que en consecuencia los pueblos de la an-
tigua Nueva Granada están en la libertad y en el deber de or-
ganizarse y constituírse de la manera más conforme a su fe-
licidad;

Considerando: Que las provincias del centro de Colombia
poseen por sí solas todos los recursos, poder y' fuerza necesarios
para existir como un Estado independiente, y para hacer que
se respeten sus derechos;

Considerando: Que sin embargo, hay varios intereses, rela-
ciones y deberes que, siendo comunes a ambos pueblos, deben
arreglarse por recíprocos convenios, y que además, es útil pro-
mover aquellos pactos de unión que aseguren de una manera
sólida la eterna amistad de los dos pueblos, y que los hagan
más fuertes contra sus enemigos;

Considerando, en fin: que al adoptar esta resolución, es de
toda justicia dar un testimonio explícito de nuestra buena fe,
con respecto a nuestros acreedores nacionales y extranjeros;

DECRETAMOS:

Art. 19 Las provincias del centro de Colombia forman un
Estado con el nombre de Nueva Granada: lo constituirá y or-
ganizará la presente Convención.

Art. 29 Los límites de este Estado son los mismos que en
1810 dividían el territorio de la Nueva Granada, de las ca-
pitanías generales de Venezuela y Guatemala y de las posesio-
nes portuguesas del Brasil: por la parte meridional, sus límites
serán definitivamente señalados al sur de la Provincia de Pasto,
luégo que se haya determinado lo conveniente respecto de los
departamentos del Ecuador, Azuay y Guayaquil, para lo cual
se prescribirá, por decreto separado, la línea de conducta que
debe seguirse;

Art. 39 No se admitirán pueblos que, separándose de he-
cho de otros estados a que pertenezcan, intenten incorporarse
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al de la Nueva Granada, ni se permitirá, por el contrario, que
los que hacen parte de éste, se agreguen a otros. Ninguna ad-
quisición, cambio o enajenación de territorio se verificará por
parte de la Nueva Granada, sino por tratados públicos, cele-
brados conforme al Derecho de gentes, y ratificados según el
modo que se prescriba en su Constitución.

Art. 49 Se halla dispuesto el Estado de la Nueva Granada
a establecer con el Estado de Venezuela nuevos pactos, bien
sean de alianza, o bien cualesquiera otros que puedan convenir;
con tal que ellos no se extiendan a renunciar los derechos de
su soberanía.

Art. 59 También entrará con el mismo, tan pronto como
sea posible, en aquellos deslindes y arreglos que deben hacerse
de los derechos, intereses y compromisos que son comunes a
todos los pueblos de Colombia; adoptando para ello los medios
que, de común acuerdo, se crean más propios y adecuados para
lograr un avenimiento amigable y equitativo sobre cada uno
de aquellos objetos.

Art. 69 El Estado de la Nuev.a Granada reconoce del modo
más solemne, y promete pagar a los acreedores de Colombia,
nacionales y extranjeros, la parte de deuda que proporcional-
mente le corresponda. Para cumplir con este deber adoptará de
preferencia aquellas medidas que estime más eficaces.

Dada en Bogotá, a 17 de noviembre de 1831.-210 de la
Independencia.

El Presidente de la Convención,

J. IGNACIO DE MÁRQUEZ.

Francisco Soto.-Miguel Uribe Restrepo-s-Doctor Félix Res-
Irepo.-J. de D. Aranzazu.-Ale;andro Vélez.-Estanislao Gó-
mez.-J. M. de la Torre.-Luis Lorenzana.-Agustín Gutiérrez
J Moreno:-Miguel Tobar.-Bernardino Tobar.-Gabriel Sán-
chez.-Policarpo Uricoechea.-Francisco de P. López Aláana.-
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Andrés M. MarroqtlÍn.-Vicente Azuero.-J. M. Mantilla.-
Manuel A. Cantillo.-J. Félix Merizalde.-Mariano Escobar.-
[ue», Obispo de Leuce=-Antonio Torices.-Antonio M. Fál-
quez.i--Domingo Camacho.-Luis Francisco de Rieux.-Benito
de Palacio.-Manllel A. Camacho.-Manuel Cañarete.-J. M.
Céspedes.-Domingo Ciprián Cuenca.-Francisco Antonio Ve-
lasco.-Jollquín Barrero.-J. Ignacio Ordóñez.-Juan Nepo-
muceno Toscano.-Manuel Garcla Herreros.-Nicolás P. Prie-
10.- José María, Obispo de Santa Marta.-Miguel Garcia de
Munive.-Mateo Mozo.-Juan de la Cruz Gómez.-Angel Ma-
ría Flórez.-Inocencio de Vargas.-José Vargas.-José Joaquín
Suárez.-Miguel S. Uribe.-Ignacio Vanegas.-Juan J. Moli-
na.-Joaquín Plata.-Judas Tadeo Landínez.-Eleuterio Rojas.
Salvador Camacho.-Mariano Acero.-José Scarpett.-Antonio
Malo.-Juan N. Azuero.-Isidro Chaves.-José M. Acero.-
Joaquín Larrarte.-Domingo A. Riaño.-Romualdo Liévano.-
José María Niño.-El Secretario de la Convención., Florentino
Gonzélez,

Bogotá, a 21 de noviembre de 1831.-21 Q Cúmplase, circú-
lese y publíquese.

DOMINGO CAICEDO.

Por S. E. el Vicepresidente de la República, encargado del
Poder Ejecutivo, el Ministro Secretario de Estado en el depar-
tamento del Interior y Justicia,

J. Francisco Pereira.

No obstante la expedición de esta ley fundamental, creyó
necesario la Convención complementarla con otra "sobre go-
bierno provisional de la Nueva Granada". No es menos inte-
resante este acto, cuya inserción nos parece conveniente, como
que fue rasgo caracteristico del anhelo general que se sentía
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de trillar cuanto antes un camino constitucional, y de dar al
gobierno provisional toda la regularidad posible en una situa-
ción transitoria. Decía el texto lo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO

SOBRE GOBIERNO PROVISIONAL DE LA NUEVA GRANADA

(De 15 -17 de diciembre de 1831).

La Conoewciá» del Estado de la Nueva Granada,

CONSIDERANDO:

Que habiéndose declarado por la ley fundamental de 17 de
noviembre de este año, que las provincias del centro de Co-
lombia forman un Estado independiente con el nombre de
"Nueva Granada", es necesario establecer un gobierno provi-
sorio para la administración del mismo Estado, hasta tanto
que la Convención acuerda la Constitución, dicta los demás
arreglos que estime necesarios, y se nombran funcionarios con-
forme a ella,

DECRETA:

Art. 1Q Mientras se publica la Constitución de la Nueva
Granada, continuará observándose la de 1830. Continuará
igualmente el Gobierno establecido por ella; pero bajo el título
de "Gobierno del Estado de la Nueva Granada", a cuya de-
nominación se arreglarán todos los actos oficiales de las di-
versas autoridades y tribunales.

Art. 29 Seguirán asimismo en sus oficios las diversas cor-
poraciones y funcionarios públicos, sin perjuicio de 10 que se
haya dispuesto, o dispusiere, por resoluciones de esta Conven-
ción, o por decretos del Poder Ejecutivo en uso de sus fa-
cultades.
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Art. 39 La responsabilidad del encargado del Poder Ejecu-
tivo se extenderá a todos los casos señalados por el artículo 93
de la Constitución, respecto de los secretarios del Despacho;

Art. 49 No se hará novedad en las armas, bandera y cuño
establecidos por las leyes de la República de Colombia, hasta
que no se disponga otra cosa por la presente Convención, o
por los cuerpos legislativos que le sucedan. En las inscripciones
y sellos, excepto los de la moneda, donde antes se decia: "Re-
pública de Colombia", se sustituirá ahora la siguiente: "Co-
lombia: Estado de la Nueva Granada".

Dado en Bogotá, a 15 de diciembre de 183 1.

El Presidente de la Convención,

JOSÉ IGNACIO DE MÁRQUEZ.

El Secretario, Florentino González.

Bogotá, a 17 de diciembre de 1831.-21~. Ejecútese.

José María Obando;

El Ministro Secretario del Interior y Justicia,

J. Francisco Pereira.

Setenta diputados compusieron la Convención, al suscribir,
el 29 de febrero de 1832, la Constitución de la república, en
representación de trece provincias; a saber: Antioquia (8 dipu-
tados), Bogotá ( 12), Cartagena (7), Casanare ( 1), Mari-
quita (4), Mompox (3), Neiva (3), Pamplona (4), Pana-
má (3 ), Riohacha (1), Socorro (9), Santa Marta (2), y
Tunja (13). Faltaron los diputados de la Provincia de Vera-
guas, la más lejana, y de las cuatro pertenecientes al Departa-
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mento del Cauca (Cauca, Chocó, Pasto y Popayán), depar-
tamento que, por una ficción, figuraba transitoriamente como
anexado al Ecuador. El General José María Obando, que poco
tiempo antes había sido nombrado por la Convención Vice-
presidente interino, así como el General Santander Presidente,
ejercía el Poder Ejecutivo, y con este carácter sancionó la
Constitución el día 19 de marzo.

Muy semejante a la Constitución de 1830, la de 1832 se
distinguía por el método, la claridad '1 la precisión, con un
liberalismo más avanzado en algunos puntos, particularmente
en lo tocante al régimen municipal. Esta semejanza entre las
dos constituciones, nos exime de analizar prolijamente la de la
Nueva Granada, y sólo nos detendremos en lo más substancial.

Quedó muy precisa la definición de las condiciones propias
de los granadinos (por nacimiento o por naturalización); de
los ciudadanos, y de los numerosos casos en que había de perder-
se o de suspenderse la ciudadanía; de los sufragantes en los
comicios parroquiales, y de los electores, a cuyas asambleas co-
rrespondía la elección del Presidente y Vicepresidente de la
República, de los senadores y representantes y de los diputados
a las Cámaras provinciales. Es de notar que para cada uno de
tales empleos había precisos requisitos, así como para ser su-
fragante y elector. El ciudadano había de ser granadino, ca-
sado o mayor de veintiún años, saber leer y escribir (desde el
año de ~8 5O), y "tener una subsistencia asegurada, sin suje-
ción a otro en calidad de sirviente o jornalero"; el sufragan te
había de ser ciudadano y vecino de la parroquia respectiva; el
elector, necesitaba ser granadino en ejercicio de los derechos de
ciudadano, casado o mayor de veinticinco años, saber leer y
escribir, y ser vecino de cualquiera de las parroquias del res-
pectivo cantón.

Por primera vez, al declararse la forma de gobierno, a más
de calificarlo de popular y representativo, la Constitución lo
llamaba republicano, electivo, alternativo y responsable.

¡
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No había título especial relativo a la religión, que mantu-
viese una religión del Estado; pero en testimonio de homenaje
a ella, el preámbulo estaba encabezado así: "En el nombre de
Dios, Autor y Supremo Legislador del Universo"; se mantenía
el juramento como formalidad indispensable para tomar pose-
sión de los empleos públicos, }' el artículo 15 decía: "Es tam-
bién un deber del Gobierno proteger a los granadinos en el
ejercicio de la Religión Católica, Apostólica, Romana".

Es de notar que jamás el liberalismo puro, exaltado con el
triunfo, pero sin mezcla de radicalismo alguno, fue más apasio-
nado ni vigoroso que en 1832, Y sin embargo, los Constituyen-
tes de entonces creyeron que no debían conferirse funciones
públicas, sobre todo, las más delicadas y de mayor repre-
sentación, sino a ciudadanos que reuniesen ciertas cualida-
des propias para dar garantías de idoneidad, de independencia
y dignidad de carácter. Así en toda la Constitución de 1832

se advierte el propósito de exigir serios y numerosos requisitos
para desempeñar la magistratura política y la judicial, la re-
presentación en los cuerpos legislativos, y el servicio de los
altos empleos. Esta saludable doctrina, que aseguraba la res-
petabilidad de todos los funcionarios públicos, no fue desco-
nocida sino desde 18 53, por el radicalismo neo-granadino.

Cada provincia debía elegir por lo menos un senador, con
derecho a enviar uno por cada sesenta mil almas y por un
residuo de treinta mil. Asimismo se asignaba a cada provincia
por lo menos un representante, pudiendo elegir los que le co-
rrespondiesen, en la proporción de uno por cada veinticinco
mil almas y por un residuo que excediese de doce mil. Los se-
nadores debían durar por el término de cuatro años, renova-
bles por mitad cada dos, y los representantes por el de dos
años, renovables por mitad anualmente. De aquí debía resul-
tar, junto con las elecciones de Presidente y Vicepresidente y
de diputados, un movimiento electoral muy frecuente, por lo
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menos anual, que había de ser causa de cierta agitación polí-
tica permanente.

El artículo 64 contenía una importante disposición, no
obstante la inmunidad e irresponsabilidad de los miembros del
Congreso; decía:

"Las Cámaras tienen la facultad de destituir a sus respec-
tivos miembros por las faltas que, según la ley, merezcan esta
pena; mas para su apliccaión deben concurrir a lo menos las
dos terceras partes de los miembros presentes".

No se hacía innovación particular en cuanto a lo que
había dispuesto la Constitución de 1830, con respecto a las
atribuciones del Congreso y al modo de formar las leyes. Siem-
pre era necesario el voto de los dos tercios de ambas Cámaras
para insistir en un proyecto de ley objetado por el Poder
Ejecutivo.

En cuanto al Presidente y Vicepresidente de la República,
debían durar cuatro años en sus funciones, no siendo reele-
gibles para el período inmediato; su elección se hacía por el
voto de la mayoría absoluta de los miembros de las asambleas
electorales, y en su defecto, por el voto de los dos tercios de
las Cámaras reunidas, contrayéndose la votación a los tres
candidatos que hubiesen obtenido mayor número de sufragios
populares. Tampoco se hizo modificación substancial en lo to-
cante a las funciones, deberes, prerrogativas y responsabilidad
del Presidente de la República; antes bien, el artículo 108
permitía que el Congreso, en algunos casos graves, concediese
al Gobierno ciertas facultades extraordinarias, pero limitadas y
precisas; y se mantenían determinadas prohibiciones para el
Poder Ejecutivo.

Se reducían a tres las secretarías de Estado, -lo que era
un error, puesto que en una Constitución no debe fijarse un
número de ministerios, asunto que es propio de las leyes ad-
ministrativas. Dichos secretarios, con el Vicepresidente de la
República, formaban el Consejo de Gobierno.
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Se mantenía, además, la excelente institución del Consejo
de Estado, compuesto de siete consejeros nombrados por el Con-
greso, con cuatro años de duración, pero indefinidamente reele-
gibles, y renovables por mitad cada dos años.

Cuanto al Poder Judicial, no se modificaban substancial-
mente su composición ni sus atribuciones, pero se introducía
en la Corte Suprema de Justicia '/ en los tribunales de Distrito
la renovación, por mitad, de los magistrados, cada dos años,
debiendo durar cuatro, y se complementaba la ingeniosa com-
binación adoptada en 1830. Así, para elegir los magistrados de
la Corte Suprema, se seguía este procedimiento: las Cámaras
provinciales formaban listas de candidatos, proponiendo tres
para cada plaza; de entre esas listas, el Consejo de Estado pre-
sentaba ternas al Congreso; la Cámara de representantes re-
ducía cada terna a dos candidatos, y de estos dos, para cada
plaza, el Senado escogía uno. En cuanto a los magistrados de
los tribunales, los debía nombrar el Poder Ejecutivo, con acuer-
do y consentimiento del Consejo de Estado, de ternas presen-
tadas por la Corte Suprema y formadas en virtud de listas
propuestas por las respectivas Cámaras provinciales. Muy com-
plicado era este sistema; pero indudablemente ofrecía muchas
garantías de acierto en los nombramientos de magistrados, bien
que tántas precauciones habrían sido más adecuadas al nom-
bramiento de jueces vitalicios, que no para cortos períodos.

Merece particular mención el artículo 136, que decía:
"Los miembros de la Corte Suprema de Justicia, mientras

duren en sus empleos, y un año después, no admitirán para
sí, ni solicitarán para otros, empleo, oficio, comisión, pensión
ni gracia alguna del Poder Ejecutivo".

Todo en la Constitución indicaba el proposito de asegurar
al Poder Judicial la mayor independencia posible y un origen
popular indirecto.

Por lo tocante al "régimen interior de la república", se
suprimían los departamentos, debiendo dividirse el territorio en
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provincias, éstas en cantones, y los cantones en distritos pa-
rroquiales. Las provincias debían ser regidas por gobernadores
(de cuatro años de duración), agentes inmediatos del Poder
Ejecutivo, quien había de nombrarlos de senarias o listas de
seis candidatos presentadas por las Cámaras provinciales. A su
vez los cantones debían ser regidos por jefes políticos, agentes
de los gobernadores. El sistema adoptado para el nombramiento
de estos altos funcionarios, fue seguramente un germen de mala
administración y desorden. Donde quiera que la oposición es-
tuviese en mayoría en las Cámaras provinciales, las listas o
senarias tenían que ser adversas al Gobierno, hallándose éste
obligado a escoger sus agentes inmediatos entre adversarios po-
líticos, o entre hombres que no le inspirasen entera confianza,
o cuando menos que no fuesen los más propios para servir las
gobernaciones, o para determinadas provincias. No eran posi-
bles así la unidad de gobierno ni un acertado movimiento ad-
ministrativo; ni tampoco era justo hacer pesar sobre el Go-
bierno de la república la responsabilidad consiguiente a los malos
actos de unos gobernadores que el Poder Ejecutivo no podía
nombrar con libre criterio.

Se extendió muy considerablemente la esfera de acción de
las Cámaras de provincia y de las corporaciones municipales.
Correspondía al Poder Ejecutivo la facultad de suspender los
actos y resoluciones de las Cámaras provinciales, cuando fue-
sen contrarios a la Constitución o las leyes, o envolviesen ex-
tralimitación de autoridad; debiendo someterlos al Congreso,
para que éste los anulase o los declarase exequibles.

No se hizo innovación particular ninguna en lo tocante a
garantías civiles y libertades públicas, enumeradas en el tí-
tulo X (DisPosiciones varias). Solamente aparecían un tanto
más marcadas las siguientes disposiciones:

"Art. 179. Es prohibido a todo funcionario o corporación
pública el ejercicio de cualquiera función o autoridad que la
Constitución o la ley no le haya expresamente delegado".



ÉPOCA DE LA NUEVA GRANADA 209

"Art. 198. Todos los granadinos tienen el derecho de pu-
blicar libremente sus pensamientos y opiniones por medio de la
imprenta, sin necesidad de examen, revisión o censura alguna
anterior a la publicación; quedando sujetos, sin embargo, a la
responsabilidad de la ley".

"Art. 204. No se extraerá del Tesoro público cantidad al-
guna para otros usos que los determinados por la ley, y con-
forme a los presupuestos aprobados por el Congreso, que pre-
cisamente se publicarán cada año".

En cuanto a la interpretación y reforma de la Constitu-
ción, se adoptaron las mismas reglas que en 1830; siendo pro-
hibido al Congreso reformar el título 111, relativo a la forma
de gobierno. Lo demás se reducía a disposiciones transitorias,
ejecutivas de la Constitución.

Como se ve, las aspiraciones o doctrinas del liberalismo
neo-granadino, en 1832, eran moderadas; o por lo menos, se
puso de manifiesto que, si los liberales se habían mostrado muy
exigentes de libertades y de descentralización federal, cuando
gobernaba el Libertador, y querían deshacerse de él, castiga-
ron mucho sus ideas, una vez que, dueños de la Convención y
del gobierno, pudieron señorearse de toda la república.

Comparando aquella moderación de los liberales Constitu-
yentes de 1832, con la política que practicaron de 1826 a
1830, échase de ver que, más que las convicciones de un avan-
zado liberalismo, les había movido el espíritu de oposición a
la persona y la política del Libertador. Y también se pone de
manifiesto, cuán diferente es censurar las instituciones y pe-
dir reformas y libertades, desde las filas de la oposición, y
tener sobre sí la responsabilidad del gobierno y dictar o modio.
ficar aquellas instituciones, cuando se ha alcanzado la posesión:
del poder. Y a todos los partidos políticos la Historia puede
decirles: ¡Tu quoquel



CAPITULO II

REFORMA CONSTITUCIONAL

Elegido Presidente constitucional de la República el Ge-
neral Santander, que 'se hallaba ausente por causa del destierro
a que había sido condenado a fines de 1828, puso en práctica,
después de abando, la Constitución, y la Nueva Granada co-
menzó pacíficamente la existencia política que se había tra-
zado con sus instituciones. Pero en breve hubo temores de
conspiración, y el Congreso de 1833 expidió una ley 'sobre
conspiradores, tan rigurosamente draconiana, que imponía la
pena de muerte por los delitos políticos y establecia un prü-
cedimiento casi sumario.

Sobrado conocidas son las razones que militan contra la
aplicación de la pena de muerte a los delitos políticos. Por
mucho que pueda sostenerse y sea patente que tales delitos
causan mayor cúmulo de males que los comunes, no puede ne-
garse que es muy distinta la naturaleza de unos y otros. El
que toma las armas contra su Gobierno y el orden establecido,
no deja de obedecer, por muy exaltado que esté (nos referimos
al mayor número}, a la convicción, más o menos profunda,
de que el orden de cosas que combate es malo, y al sentimiento,
frecuentemente patriótico. de una solicitud ardorosa en favor
de reformas o cambiamientos útiles al país. Seguramente la
rebelión es el peor medio posible para procurar el bien público:
mas de ordinario el rebelde lleva el propósito de hacer el bien
antes que el mal, y por esto desafía todo peligro y hace a las
veces grandes sacrificios. Es punto muy difícil de resolver, en
filosof ia política, dónde concluye la autoridad legítima de los
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gobernantes, y dónde comienza el derecho popular de apelar a
la fuerza para hacer justicia a la patria contra la tiranía; y
sólo una reflexión muy madura, ilustrada y exenta de pasión
puede hacer comprender a los ciudadanos, oprimidos o no,
pero verdaderamente pensadores, que los medios pacíficos son,
en casi todos los casos, más benéficos y eficaces que los de
la guerra.

El hombre que a ella apela, no lleva precisamente la in-
tención de matar, ni menos de cometer crímenes distintos de
los puramente políticos: solicita la victoria, y para obtenerla
combate, expone sus intereses, su familia, su posición y su vida,
y muere si es necesario. Su delito, cuando mata en la pelea,
no es un homicidio individual: es un duelo colectivo, delante
de testigos, empeñado en toda regla, y sostenido, no por in-
terés precisamente personal, sino por interés de la patria, mal
entendido las más de las veces, pero casi siempre sincero.

En todo caso, el beligerante vencedor carece de imparcia-
lidad para juzgar al vencido, que es su enemigo. Y si bien es
cierto que tiene derecho incuestionable de premunirse contra
nuevos ataques, apelando (cuando una imperiosa necesidad lo
exige) a medios que le den seguridad, tales como el arresto o
la prisión, el confinamiento o el destierro del rebelde; no es
admisible que, por precaución o venganza, le imponga la pena
capital. Esto es tanto más odioso y funesto, cuanto la prác-
tica de la crueldad desmoraliza a los pueblos, engendra hábitos
de represalia, divide permanentemente la sociedad en campos
enemigos, engrandece con falso prestigio a muchos hombres
nulos, y cierra por completo el camino a la reconciliación y la
concordia. En todo caso, la cuchilla política no solamente con-
vierte en héroes a los perseguidos y en mártires a las víctimas,
sino que es una "espada de dos filos", que, con el tiempo, hiere
a los mismos que de ella se han servido.

Ello es que el mundo civilizado condena y reprueba la apli-
cación de la pena de muerte en los casos de delitos políticos,
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y que en la historia colombiana, si la opinión ha sido más o
menos indulgente respecto de los abusos o faltas de los go-'
bernantes, en numerosos casos, nunca ha perdonado ni excu-
sado los fusilamientos de que se han hecho responsables, por
castigar delitos políticos, algunos hombres de Estado eminen-
tes, tales como el Libertador y los generales Santander y
Mosquera.

Santander, que era insigne administrador y hombre ilus-
trado y muy inteligente, pero de sentimientos poco generosos
y miras políticas que carecían de amplitud filosófica, -más
hombre de partido que pensador-, usó con suma dureza de
sus facultades legales, cuando hizo fusilar sin misericordia, en
1834, a diez y siete ciudadanos acusados del delito de conspi-
ración; delito de que habían dado ejemplo los liberales en
1828 y 1829. A más de esto, los sangrientos episodios relativos
a los asesinatos del General José Sardá y del Coronel Mariano
París, contribuyeron a comprometer la popularidad del Pre-
sidente y su gobierno, y a dividir al partido gobernante. Cues-
tiones relacionadas con la religión, con la instrucción pública,
con la legislación fiscal y militar y con las elecciones, agrava-
ron aquella división; y es lo cierto que en 1836 se organizaba
una poderosa oposición conservadora, nacida de los elementos
moderados del partido liberal, y apoyada por los resto~ del di-
suelto partido boliviano. Tan pujante fue aquella oposición,
que alcanzó el triunfo electoral, con lo que el doctor Márquez
fue elevado de la Vicepresidente de la República a la Presi-
dencia, en 1837.

Dio el Presidente Márquez notorias prendas de espíritu
de conciliación, y hubo de nombrar para gran número de pro-
vincias unos gobernadores que le eran adversos; pero organi-
zada a su vez la oposición liberal, y dirigida por hombres de
prestigio como Santander, Soto, Azuero y Obando, no tarda-
ron en surgir incidentes que sirvieron de pretexto a una insu-
rrección formidable, que en 1840 se extendió a toda la repú-
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blica. Fútiles y pueriles fueron todos los motivos alegados, pero
el incendio fue terrible y desastroso; siendo de notar que a
la cabeza de la insurrección figuraron muchos de los gober-
nadores en quienes había depositado su confianza el Presidente.

Quisieron los revolucionarios cohonestar su movimiento con
una bandera que pudiese expresar un principio político, e in-
vocaron la federación (bandera que siempre ha servido de co-
modín); bien que en realidad el movimiento era obra del ele-
mento militar, subsistente después de la disolución de Colom-
bia, y que el país estaba satisfecho con el amplio régimen pro-
vincial y municipal que se le había asegurado de .1872 a 1836.
Desordenada y anárquica fue, por completo, la insurrección
de 1839 a 1841, sin dirección alguna militar ni política, y
aunque tuvo al Gobierno constitucional a punto de sucumbir,
ni fundó principio alguno en la conciencia nacional, ni pro-
dujo otra cosa que estragos, matanzas '1 miserias. La ley sobre
conspiradores, que Santander había obtenido de los liberales en
1833, fue aplicada a estos mismos, por los conservadores o mi-
nisteriales, para reprimir la insurrección; y la sangre corrió
profusamente en patíbulos y campos de batalla, con acompa-
ñamiento de muy numerosos confinamientos y destierros, sin
que el Derecho público ganase cosa alguna; antes bien, retro-
gradando considerablemente en la práctica, sobre todo, en lo
tocante a garantías individuales. Felizmente triunfó el princi-
pio de legitimidad, ventaja de sumo precio para una república
que ante todo necesitaba consolidar la idea de la soberanía na-
cional; y el espíritu militar sufrió gran descalabro, en bene-
ficio del gobierno civil.

Pero la insurrección misma había hecho comprender la ne-
cesidad de introducir reformas en la Constitución, a fin de
dar mayor fuerza a la autoridad del Gobierno, de fortalecer
los elementos de orden y estabilidad, y de conjurar futuras
revueltas. El partido conservador, que apenas se llamaba en-
tonces "ministerial", acometió la reforma, aprovechando la
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oportunidad que le ofrecían su victoria de 1841 y el anona-
damiento de sus contrarios, privados ya de sus jefes princi-
pales (Santander muerto, y Obando desterrado); y de ahí pro-
vino la segunda Constitución de la Nueva Granada, la del·
20 de abril de 1843.

Es circunstancia digna de ser notada, la moderación subs-
tancial de ideas con que los opuestos partidos habían proce-
dido después de 1828, al dar constituciones o reformarlas. La
de 1830, fruto de patrióticas transacciones entre bolivianos y
liberales, había sido notablemente liberal, sin atropellar en ma-
nera alguna las bases fundamentales de 1821 ni los principios
conservadores del orden social. La de 1832, redactada y ex-
pedida únicamente por liberales, gozosos de su reciente vic-
toria, fue poco menos que' una reproducción de la de 1830, y
si pecó, fue por imprevisión respecto de la escasez de autori-
dad que dio al Poder Ejecutivo, poniéndolo, en cierto modo, a
discreción del Consejo de Estado y de las Cámaras provinciales.
Pudo crerse que los conservadores, en la embriaguez de su triun-
fo bélico, hubiesen llevado hasta el exceso su espíritu reaccio-
nario, suprimiendo en la Constitución de 1843 muchas garan-
tías, y sustituyéndolas con pésimas disposiciones. Así lo afirmó
por largo tiempo la prensa liberal; pero nada es menos justo
ni exacto.

Al considerar atentamente las diferencias que hubo entre
las Constituciones de 1832 y 1843, échase de ver que, si los
autores de la segunda quisieron dar mayor fuerza a la autori-
dad del Gobierno, en gracia del mantenimiento del orden y la
estabilidad, no por eso atentaron, en manera alguna, contra los
principios reconocidos desde 1821, ni contra ninguna de las
libertades necesarias en una república de gobierno popular y re-
presentativo: Si de 1843 en adelante el espíritu de partido cen-
suró acremente la Constitución, no por eso ha de apoyar tales
censuras, al presente, una crítica imparcial; y antes bien debe
reconocerse que, mientras no apareció en la república el radi-
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calismo (fruto de un ciego espíritu de imitación de la escuela
francesa de 1848), muy poco diferían entre nosotros los par-
tidos liberal y conservador, respecto de los principios conforme
a los cuales debía estar constituída la república.

Analicemos la Constitución de 1843 y el análisis compro-
bará la verdad de nuestras afirmaciones.

Algunas de las reformas eran puramente de redacción o de
forma. Así, por ejemplo, el preámbulo invocaba la protección
divina de este modo:

"En el nombre de Dios, Padre, Hijo y Espíritu Santo";
lo que, para un pueblo católico, valía tanto como la fórmula
anterior.

A más de decir: "Es también un deber del Gobierno pro-
teger a los granadinos en el ejercicio de la Religión Católica,
Apostólica, Romana", el artículo 16 añadía: "La Religión Ca-
tólica, Apostólica, Romana es la única cuyo culto sostiene y
mantiene la república". Si para proteger a los granadinos en
el ejercicio de la Religión Católica, y solamente de ésta, era
necesario sostenerla y mantenerla como se habia practicado
constantemente, claro es que no había mayor intolerancia por
la adopción del adjetivo única. La justicia exigía, puesto que
todo el pueblo neo-granadino era católico, que únicamente su
religión fuese mantenida y sostenida por el Gobierno; lo que
no implicaba persecución para ningún otro culto.

Todo lo relativo a la forma de gobierno, a la condición de
granadino, de ciudadano, de sufragante y de elector, al ré-
gimen electoral y a la estructura y las atribuciones del Poder
Legislativo, se mantenía inalterable, así como todas las liber-
tades públicas y garantías individuales. Ninguna reforma subs-
tancial se introducía en las disposiciones relativas a la com-
posición '1 las funciones de los poderes Ejecutivo y Judicial,
ni tampoco en cuanto al modo de reformar la Constitución.
¿Cuáles eran, pues, las variaciones importantes? Solamente las
siguientes:

el
f:.::.; . ,;: l. ".::.5
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Se mantenían los períodos de duración de los senadores y
representantes, pero sin su renovación por mitades, sino total,
-lo que podía no ser conveniente para legislar con acierto,
pero no fundamental-; y se elevaba un tanto la base de po-
blación para la elección de unos y otros (70.000 y 30.000 al-
mas en lugar de 60.000 y 25.000), lo que no inducía novedad,
dado el aumento notable que la población de la república ha-
bía alcanzado.

En lugar de estar sujeto el Ejecutivo a sancionar los pro-
yectos de ley cuando los objetase y las Cámaras insistiesen por
el voto de los dos tercios de sus miembros, tales proyectos de-
bían quedar en suspenso hasta el año siguiente, y si en éste
volvían las Cámaras a declarar infundadas las objeciones, por
el voto de aquella mayoría, debían ser sancionados. ¿Qué im-
portaba un voto suspensivo que sólo producía una suspensión
<tI< ocho a diez meses, dando tiempo a la nación para conside-
rar y madurar mejor unos proyectos que el Poder Ejecutivo
objetaba por inconstitucionales o por inconvenientes? Es cosa
averiguada que, en materia de legislación, mayores males re-
sultan siempre de la festinación o precipitación, que de la
demora.

Se creaba un nuevo funcionario, elegible por el Congreso,
para ejercer el Poder Ejecutivo, cuando faltasen el Presidente
y el Vicepresidente; lo que sin duda era medida de previsión,
fundada en el régimen representativo, que aseguraba la esta-
bilidad del Gobierno.

Dábase al Poder Ejecutivo la facultad de nombrar y re-
mover libremente a todos los empleados de su dependencia,
inclusive los gobernadores de las provincias; y esto era justo.
No solamente lo legitimaban los buenos principios de ciencia
administrativa, sino que la experiencia acababa de comprobar
cuán funesto era exponer el país a la anarquía, sometiendo al
gobierno a la ineludible necesidad de nombrar sus principales
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agentes de listas o senarias propuestas por las Cámaras pro-
vinciales.

El artículo 105 era má$ riguroso que los de las constitu-
ciones precedentes, en la determinación y definición de los
casos en que debía ser responsable el encargado del Poder Eje-
cutivo; y si la responsabilidad de los gobernantes es el más
seguro elemento de la libertad de los ciudadanos, puede afir-
marse que en este punto de vista la Constituci6n de 1843 era
más liberal que las anteriores.

Suprimiase la institucíón del Consejo de Estado, que, ex-
celente en teoría, había, al propio tiempo que trabajado con
provecho en la preparación de códigos y leyes, servido de ré-
mora al Gobierno para muchos actos, acaso por el origen ex-
clusivamente electivo de los consejeros, y había sido un foco
de oposición manifiesta. Las atribuciones del Consejo de Es-
tado quedaban, en su mayor parte, confundidas con las del
Consejo de Gobierno.

Por lo tocante al Poder Judicial, las variaciones consistían
en esto:

Los magistrados de la Corte Suprema de Justicia debían
durar por lo menos seis años en sus empleos, y serían nombra-
dos libremente por el Congreso.

Los magistrados de los tribunales de distrito habían de ser
nombrados por el Poder Ejecutivo, a propuesta en terna de la
Corte Suprema, y durar no menos de seis años.

Ambas reformas eran muy racionales, porque suprimían
toda intervención de las Cámaras provinciales en los nom-
bramientos, daban a éstos la unidad conveniente, .y aseguraban
mayor estabilidad al Poder Judicial.

Por lo tocante al régimen político y municipal, la innova-
ción substancial consistía en dejar a lo que dispusiese la ley,
sin detallarlo en la Constitución, lo relativo a la estructura,
elección y atribuciones de las Cámaras provinciales; y en su-
primir la ingerencia que habían tenido estas eorporaciones en
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el nombramiento de los gobernadores de las provincias y d.
los magistrados de la Corte Suprema y de los tribunales. No
era esto un pecado mortal contra las instituciones libres, puesto
que, siendo unas corporaciones administrativas aquellas Cáma-
ras de provincia, se dejaba el campo libre al Legislador para
conferirles las más amplias atribuciones, dentro de la esfera
constitucional, si la conveniencia pública 10 aconsejaba.

Por último," en materia de libertades públicas, no sólo se
mantenía la de la prensa, tal como había existido (artículo
163), sino que se establecía como indispensable el juicio por
medio de jurados, para castigar los abusos que se cometiesen
por la imprenta.

Como se ve, la constitución conservadora de 1843 estuvo
muy lejos de ser reaccionaria y retrógrada, como la calificó
el partido liberal. En algunos puntos, fue enteramente lógica,
conforme a los antecedentes; en otros, más liberal que la de
1832; v en 10 más substancial de sus reformas, fue moderada-
mente conservadora, en beneficio del orden y la estabilidad, sin
afectar a ningún principio cardinal del credo republicano que
la nación tenía adoptado. Ello es que se mantuvieron las Cá-
maras provinciales y los concejos municipales o cabildos, con
un cúmulo bien considerable de facultades; que los poderes
públicos funcionaron sin dificultad alguna; que se dio a la
república una organización bastante satisfactoria, y que los
hechos patentizaron en breve que la Constitución no ponía
estorbo alguno al triunfo pacífico de la opinión nacional, ni
al juego regular de los partidos y su alternación en el gobierno.

De tres administraciones conservadoras que tuvo el país su-
cesivamente, la del doctor Márquez (1837 a 1841) había co-
menzado por ser conciliadora y benévola; y si al cabo hubo
de proceder con rigor, lo hizo por defenderse de una formi-
dable insurrección, y empleando las mismas armas que el libe-
ralismo había forjado. La del General Herrán (1841 a 1845)
fue francamente reaccionaria y represiva; pero manejó con no-
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toria honradez los caudales públicos, imprimió vigoroso mo-
vimiento a todos los resortes de la administración pública, hizo
respetar la Constitución y las leyes, dio gran vuelo y solidez
a la enseñanza universitaria y escolar, y respetó religiosamente
la libertad del sufragio.

Tocante a este último punto, no solamente el partido li-
beral tomó activa parte en las elecciones y sostuvo sus candi-
datos para la presidencia de la república, sino que el ministerial
(que hasta 1848 no empezó a llamarse conservador) se divi-
dió en dos fracciones; prueba evidente de que su disciplina no
dependía del poder que la Constitución diese al Gobierno. Ello
es que en 1844 no hubo elección popular definitiva, sino que
el Congreso tuvo que perfeccionarla en el año siguiente, eli-
giendo Presidente al General Mosquera.

Mosquera, hombre muy personal, de contradictorio carác-
ter, grandes pero mal coordinadas ideas y mudables impresio-
nes, quiso señalarse por su espíritu reformador; y toda su ad-
ministración fue una serie de reformas. en lo fiscal, en lo eco-
nómico, en el sistema monetario y los pesos y medidas, en la
contabilidad, en asuntos relacionados con la Iglesia, en lo mi-
litar y comercial, y hasta en lo político. Todas aquellas refor-
mas fueron más o menos realizadas (1845 a 1849), y ningún
estorbo les opuso la Constitución vigente, ni hubo razón para
quejarse de actos despóticos del Gobierno.

Pero el partido liberal clamaba contra las instituciones exis-
tentes, y hacía fuerte oposición a la política de Mosquera, no
obstante el liberalismo que ella entrañaba; y a la sazón (1848)
el triunfo de las ideas revolucionarias (muy impregnadas de
radicalismo y socialismo) que habían obtenido lo~ republicanos
en Francia y Alemania. en Italia y Hungría, estimuló podero-
samente a todos los neo-granadinos animados de espíritu re-
formador. Una división más profunda de los conservadores, y
la reacción producida en las' ideas,' dieron el triunfo al partido
liberal, mediante la mayoría relativa que obtu~~ en las eleccio-
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nes populares, y la elección definitiva de Presidente, hecha en
el General José Hilario López, por el Congreso de 1849.

Tres hechos de mucha significación y trascendencia carac-
terizaron o acompañaron el advenimiento del partido liberal
al gobierno: la manera violenta (copia agravada de lo suce-
dido en 183 O) con que se verificó la elección en el Congreso
el 7 de marzo, mediando actos de intimidación de unos, de
suma debilidad de otros, y escenas de vergonzosa gritería que
no se compadecieron con la libertad y dignidad del Congreso;
el desbordamiento a que llegó la prensa, no obstante la exis-
tencia de leyes represivas, sin aplicación alguna para los li-
berales; y el irresistible predominio que alcanzaron las Socie-
Jades democráticas, organizadas en todo el país, tumultuosos
clubs que exaltaron con exceso a la juventud y a las masas
populares, que fueron en mucha parte árbitros de la política,
imponiendo su voluntad a los gobernates, y que sirvieron para
amparar o fraguar muchas violencias y asegurarles una deplo-
rable impunidad.

Consecuencia de todo esto fue la monstruosa exageración
de ideas a que llegó todo el elemento joven del partido liberal,
cuyo reconocido jefe era el doctor Manuel Murillo, hombre
impresionable y ambicioso, grandemente dotado para el perio-
dismo y la oratoria tribunicia, audaz y muy insinuante, su-
perficial en sus lecturas y meditaciones, muy poco instruí do,
en el fondo, sin mundo ni práctica de la vida, y muy dado a
la incredulidad y al prohijamiento de las teorías socialistas y
particularmente de la política jacobina. De ahí la formación,
en el seno del partido liberal, de una fracción, enteramente
juvenil y escasa de madurez y aplomo, la cual ganó en breve
sumo ascendiente, formó la falange radical (llamada por en-
tonces partido gólgota), adoptó un credo que era monstruosa
mezcla de filosofismo cristiano, poesía de novelistas y socia-
lismo, proclamó la reforma, cuando no la demolición de casi
todo lo pasado o existente en las instituciones, y, grande por
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los talentos imaginativos que acumulaba, y por la nobleza de
sentimientos, el desinterés y la sinceridad con que profesaba,
sostenía y propagaba sus errores, logró fascinar a los pueblos
y convertir sus ideas en instituciones 1.

Añádese a todo esto que el partido conservador, -exaspe-
rado con lo que acontecía, y no sabiendo aguardar la justicia
del tiempo--, apeló a su vez a la insurrección, así como el
partido liberal había apelado a ella once años antes. La insu-
rrección fue prontamente reprimida, y en la embriaguez de la
victoria, el radicalismo naciente ganó las elecciones de 1852 Y
obtuvo mayoría en las Cámaras. De ahí nació la Constitución
radical de 1853, -la más generosa por sus propósitos y la fe
que animó a sus autores, pero la más funesta de -cuantas había
tenido la república, porque con ella se abrieron todos los ca-
minos de la guerra social y la anarquía.

Los liberales, que habían clamado por la reforma de la Cons-
titución, lograron hacerla aceptar en lo substancial; pero com-
prendieron que el camino más llano era el de la previa reforma
del título XIV del Código vigente. Así, para facilitarla, co-
menzaron por adoptar un simple Acto legislativo, reformatorio.
del procedimiento, el cual, aprobado el 7 de marzo de 1853,
fue al punto sancionado por el Poder Ejecutivo. Llegaba el
momento de elaborar y discutir un nuevo proyecto de Consti-
tución, y entonces hubo lucha entre los francos federalistas;
de un lado, y los reformadores que no pretendían llegar hasta
la federación, apoyados por la minoría conservadora. El resul-
tado fue una transacción que aseguraba desde luego el triunfo-
al radicalismo, y abría el camino a la creación de estados fe-
derales en el seno de la república unitaria.

No obstante la tendencia irreligiosa que se notaba en el.

1 El que esto escribe fue uno de los más ardorosos gólgotas democrá.
ticos, secuaces y admiradores del doctor Murillo, y entusiastas amigos de-
reformas; y aún no ha acabado de expiar tan bien intencionado pero fu-.
nesto pecado.
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partido radical, Dios no había sido aún destituído. Así, el ra-
dicalismo, que era más deísta que cristiano, bien que parecía
basar la democracia en el cristianismo, puso en el preámbulo
de su Constitución esta frase: "En nombre de Dios, Legislador
del Universo, y por autoridad del pueblo". Por primera vez se
hacía esta explícita invocación a la autoridad del pueblo, bien
que en su representación se habían hecho todas las consti-
tuciones.

En el capítulo 1, que trataba "de la República de la Nue-·
va Granada y los granadinos", se adoptaban errores e innova-
ciones muy substanciales. Veamos numerosos ejemplos.

El artículo 29 decía: "Son granadinos: 19 todos los indi-
viduos nacidos en la Nueva Granada, y los hijos de éstos"; y
con tan absoluta regla, rompía con principios universales del
Derecho internacional.

El artículo 49: "La ciudadanía no se pierde ni se suspende,
sino por pena"; con lo que libremente podían ejercer los de-
rechos políticos los vagos, los dementes, los quebrados fraudu-
lentos, y otros individuos indignos de la ciudadanía.

El 59 estatuía: "La república garantiza a todos los gra-
nadinos:

"19 La libertad individual, que no reconoce otros límites
que la libertad de otro individuo, según las leyes"; lo que daba
margen a que se reputase lícito cuanto fuese inmoral, con tal
que el legislador hubiese omitido prohibirlo. La idea del deber
religioso y moral parecía estar así excluída de lo no previsto
por las leyes o derogado por éstas.

"29 La seguridad personal; el no ser preso, detenido o arres-
tado sino por motivo puramente criminal, conforme a las le-
yes", etc.; disposición muy racional y justa, en cuanto supri-
mía el arresto y prisión por motivo puramente civil, como las
deudas; pero funesta en cuanto desarmaba a la policía, puesto
que las faltas o contravenciones de esta clase no podían, por
lo general, ser calificadas de criminales.
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"39 En cuanto a la propiedad, exigía que, para tomarla por
vía de expropiación, la indemnización fuese no solamente justa,
sino previa, salvo caso de guerra; innovación feliz, porque daba
a la propiedad una nueva garantía.

"F La profesión libre, pública o privada, de la religión
que a bien tengan, con tal que no turben la paz pública, no
ofendan la sana moral, ni impidan a los otros el ejercicio de
su culto". Esta completa libertad, innecesaria en un pueblo,
enteramente católico, y donde no estaba establecido ningún
otro culto público, iba más lejos de la justa tolerancia; y como
coincidía con la absoluta separación de la Iglesia y el Es-
tado, no podía menos de ser como lo fue, fecunda en conflic-
tos religiosos de todo punto artificiales 1 funestos.

"7Q La expresión libre del pensamiento; entendiéndose que
por la imprenta es sin limitación alguna, y por la palabra y
los demás hechos, con las limitaciones que hayan establecido
las leyes". Si el tercer miembro de este inciso era muy razo-
nable, faltaba la concordancia entre él y los dos primeros. Si
por medio de la palabra y de escritos privados no eran lícitos
el perjurio, la falsedad, el ultraje y la calumnia, las obscenida-
des, la excitación al desorden o al delito, y otros actos inmo-
rales, notoriamente perniciosos; no se comprende por qué todo
esto había de ser inocente cuando se ejecutaba por la prensa.

Hubo una época, desde 1851, en que los espíritus liberales
se exaltaron hasta el punto de admitir como doctrina incon-
cusa, que la libertad de la prensa, entera como garantía de la
publicidad, había de traer consigo la absoluta irresponsabilidad
de las publicaciones. Pero el tiempo, la reflexión y la expe-
riencia, han patentizado lo erróneo de aquella doctrina. El error
consistió en confundir la libertad de la prensa con la irrespon-
sabilidad del delito. Así como a nadie. se le somete a pedir li-
cencia, ni a otorgar fianza, ni a previa censura para celebrar
contratos, asistir a reuniones, hablar, o ejecutar los actos co-
munes de la vida, sino que estos actos se ejecutan libremente,
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bajo la implícita condición de ser responsable, si ellos son perju-
diciales al derecho ajeno, ya sea éste individual o colectivo; del
propio modo ha de ser enteramente libre la prensa, en los tiem-
pos normales, comprendiéndose en esta libertad la redacción.
publicación y circulación de los escritos. Pero una vez hecha
efectiva esta libertad, no hay razón para que el escritor, editor
o impresor cuente con la impunidad, cuando abusa de su de-
recho atentando contra el derecho de los demás. No se com-
prende por qué la forma de un papel impreso, mucho más
eficaz que cualquiera otra para hacer daño, haya de eximir de
responsabilidad a quien abusa de ella, cuando nadie está exento
de pena si delinque valiéndose de alguna forma diferente, como
lo es el uso de la palabra, el manuscrito o la acción corporal.

A más de las disposiciones a que hemos aludido, que con-
tenía el artículo 59 de la Constitución, y de otras que no in-
troducían innovaciones substanciales, eran notables los incisos
99 y 11. El 99 decía:

"El dar o recibir la instrucción que a bien se tenga, cuando
no sea costeada con fondos públicos".

El inciso 11:

"El juicio por jurados, en todos los casos en que se proceda
judicialmente por delito o crimen que merezca pena corporal
o la pérdida de la libertad del individuo, por más de dos afios,
con la excepción que puede hacer la ley, de los casos de res-
ponsabilidad de los funcionarios públicos, y de los procesos por
delitos políticos".

Se comprende que la libertad de recibir instrucción no-
puede tener límite legal, por cuanto en el asunto no cabe más
criterio que el de la persona misma que se instruye, o el del
padre de familia. Mas no acontece lo propio con el que da la
instrucción. Aquí cabe perjudicar a un tercero, exactamente 10-
mismo que cuando se vende una mercadería averiada, o una
droga venenosa, por otra inofensiva, o cualquier objeto que-
daña al comprador. Admitir que puedan mantenerse estable-
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cimientos de enseñanza sin ninguna responsabilidad, y sin su-
jeción a alguna vigilancia de las autoridades, es acordar una
libertad sobrado peligrosa, por absoluta, que puede ir hasta
muy graves consecuencias. El tiempo lo comprobó, patenti-
zando cuánto podía abusarse de la libertad de enseñanza, lle-
vada hasta lo absoluto, y sin responsabilidad alguna.

En cuanto al juicio por jurados, ni esta institución estaba
exenta de graves objeciones en el punto de vista científico, ni
la Nueva Granada tenía en manera alguna los elementos nece-
sarios para apropiársela. Todavía al presente, al cabo de treinta
y tres años de práctica muy defectuosa del régimen de jurados,
el país está comprobando que no es apto, por muchos motivos
locales, para darse una buena administración de justicia crimi-
nal por medio de jurados. Aunque han concurrido algunas otras
causas, que datan de 1860 y 1863, para producir en la repú-
blica la desmoralización de las costumbres, la relajación de la
justicia y la impunidad y multiplicidad de los delitos; es in-
disputable que a estos males ha contribuído principalmente el
establecimiento del juicio por jurados.

Otro error muy grave, relacionado con las garantías indi-
viduales, cometieron los legisladores constituyentes de 1853. En
el artículo 79 estatuyeron:

"Con excepción de los empleos de Presidente y Vicepresi-
dente de la República, para los cuales se necesita la cualidad
de granadino de nacimiento, y tener treinta años de edad, para
ningún otro destino con autoridad o jurisdicción política o
judicial en la Nueva Granada, se exigirá otra cualidad que la
de ciudadano granadino".

Si había razón para exigir determinadas cualidades, y eso
muy limitadas ya, en el Presidente y el Vicepresidente de la
República, con igual motivo debían ser exigidas para la ma-
gistratura judicial y política, y para empleos de tan alta im-
portancia como los de senador y representante. Suprimir los
requisitos antes consagrados, era abrir la puerta a la intriga y
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la ineptitud, para que se apoderasen, no solamente del gobierno
de las provincias, sino del de la república entera. Así, no pasó
mucho tiempo sin que las gobernaciones, las magistraturas y
los empleos parlamentarios cayesen en manos de hombres sin
respetabilidad, de jóvenes sin luces ni experiencia, perdiendo
mucho de su importancia y dignidad aquellos cargos, con grave
perjuicio de los comunes intereses.

Pero el error capital de la Constitución de 1853, por lo
tocante a la organización política y administrativa del país,
se hallaba en el capítulo 11, que trataba "del gobierno de la re-
pública". El artículo 10 decía:

"La República de la Nueva Granada establece para su ré-
gimen y administración general, un gobierno popular, repre-
sentativo, alternativo y responsable. Reserva a las provincias
o secciones territoriales, el poder municipal en toda su ampli-
tud, quedando al Gobierno general las facultades y funciones
siguientes" :

Aquí figuraban trece asuntos únicamente reservados al Go-
bierno general, como de su exclusiva competencia; y aunque
eran de los más esenciales para el mantenimiento de la unidad
nacional, es evidente que esta unidad quedaba comprometida y
amenazada, por cuanto la descentralización iba demasiado lejos.

Por primera vez, después de la época de anarquía de pro-
vinciassoberanas, que transcurrió de 1810 a 1815, se invertía
por completo el orden natural de las manifestaciones de la
soberanía, de la autoridad, de la legislación y del gobierno. La
doctrina tradicional del país; la doctrina conforme' con la ver-
dad histórica y social y con la ciencia política, y por todos
aceptada y consagrada, había sido esta: la república existe una,
independiente y soberana, sucesora de la unidad colonial que
existió con el nombre de Nuevo Reino de Granada; en ella re-
side la' plenitud de la soberanía, y dentro de ella no hay nin-
guna entidad soberana; ella divide su territorio, para su go-
bierno y' administración, como a bien lo tiene; ella otorga a



ÉPOCA DE LA NUEVA GRANADA 227

sus agentes o funcionarios las atribuciones que juzga conve-
niente otorgarles; y por ella, para ella y en nombre de ella se
ejerce toda autoridad. Como consecuencia de todo esto, cuan-
tas funciones pudieran ejercer las autoridades y corporaciones
provinciales o municipales, eran necesaria emanación de las le-
yes, y las leyes eran por esencia nacionales. Cualquiera cosa que
en contrario se dijese, estaría en abierta oposición con la tra-
dición, la historia y los hechos sociales de la república, y con
los principios de ciencia constitucional reconocidos.

Pero el artículo 10 de la Constitución invertía por com-
pleto el orden natural, racional, tradicional e histórico de las
cosas: el declaraba como regla general la autonomía munici-
pal de las provincias, y, cual si la autoridad nacional fuese
cosa otorgada por ellas o de excepción, determinaba expresa y
detalladamente los asuntos que en lo sucesivo serían de la com-
petencia del Gobierno general. Desde aquel momento la noción
de la soberanía quedaba trastornada; el gobierno era un hecho
diverso y complejo que perdía la esencial condición de 1",.uni-
dad; se dislocaba el centro de gravedad del gobierno, o mejor
dicho, se multiplicaba su existencia según el número de pro-
vincias, y se abría el camino a una disgregación federal que
podía convertirse en disociación.

El capítulo III, sobre "las elecciones", contenía esta dis-
posición:

"Arr. 13. Todo ciudadano granadino tiene derecho a votar
directamente por voto secreto y en los respectivos períodos:
1o Por Presidente y Vicepresidente de la República; 29 Por
magistrados de la Corte Suprema de Justicia y el Procurador
general de la Nación; 39 Por el Gobernador de la respectiva
provincia; 49 Por el senador o senadores, y el representante o
representantes de la respectiva provincia. La ley determinará
las épocas y formalidades de estas elecciones".

En seguida el artículo 14 decía:
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"Todas las elecciones expresadas en el artículo anterior se
h,rán por mayoría relfltivII de votos. Los casos de igualdad se
de"dirán por la suerte" •

.t\,sí. con estos dos artículos se decidían gravísimas cues-
tiones ., se modificaban bases muy fundamentales del Derecho
constitucional que había tenido la república desde 1810. Con
efecto, ~ sufragio restringido, según la idoneidad, quedaba
reemplazadp por lo que se llamaba sufragio universm, institu-
ción que ponía el gobierno bajo la sola autoridad del número,
esto es, de muchedumbres incapaces de comprender y apreciar
las necesidades de la república y de sus provincias. Todas las
garantías del sufragio público o de primer grado, y del voto
indirecto, quedaban suprimidas. La simple mayoría relativa, o
sea el voto de una minoría, en relación con el número total de
votantes, podía suplantar la opinión adversa de la gran masa
de los electores; y a tal punto se exageraba el carácter electivo
del gobierno, que a más de sustraer el nombramiento del Pro-
curador general de la N ación y de los gobernadores de las pro-
vincias a la autoridad del Poder Ejecutivo, de quien habían de
ser agentes, se entregaba la elección de los magistrados de la
Corte Suprema a la ignorancia de las muchedumbres, al vai-
vén de las luchas políticas, y a las intrigas de los partidos y
de los aspirantes que habían de cortejar la popularidad para
obtener la magistratura. ¡Cuántos errores en sólo dos breves
artículos de la Constitución!

A más de los asuntos expresamente enumerados en el ar-
tículo lO, como de especial competencia del Gobierno gene-
ral, otros artículos, para desarrollo del capítulo II, señalaban
al Congreso determinadas y precisas atribuciones, contenidas
en el capítulo V. Entre estas atribuciones figuraban las si-
guientes:

Determinar las formalidades de los juicios de responsabi-
lidad que debían seguirse ante el Senado contra los más altos
funcionarios;
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Votar anualmente los gastos nacionales, en vista de los pre-
supuestos que presentase el Poder Ejecutivo, conforme a las
leyes;

Examinar y aprobar la cuenta del Presupuesto y del
Tesoro;

Fijar la fuerza militar para el siguiente año;
Conceder amnistías o indultos generales;
Dar o negar su acuerdo y consentimiento para los ascensos

en el Ejército, desde Teniente Coronel a General, inclusive,
cuando lo solicitase el Poder Ejecutivo.

Se restablecía la incompatibilidad entre los empleos de se-
nador y representante y cualesquier empleos que fuesen de li-
bre nombramiento y remoción del Poder Ejecutivo, y se mo-
dificaba la base de la representación. Así, cada provincia debía
elegir solamente un senador, en caso de ser o exceder de vein-
ticinco el número de provincias 1, y había de elegir sus re-
presentantes a razón de uno por cada cuarenta mil almas. Por
lo tanto, la idea de la autonomía provincial se ponía de ma-
nifiesto hasta en la elección de senadores, una vez que las pro-
vincias tenían igual representación en el Senado, como enti-
dades políticas.

En cuanto al Poder Ejecutivo, subsistían el Presidente y el
Vicepresidente, y en su defecto un Designado, nombrado anual-
mente por el Congreso; se disminuían muy considerablemente
las atribuciones del Jefe del Gobierno; se le exigía solamente
promesa, por su palabra de honor, de cumplir con sus deberes,
quedando suprimido para él y todos los empleados, el jura-
mento religioso, y se daba al Poder Ejecutivo esta facultad
modificada:

"11. Conceder amnistías o indultos generales o particu-
lares, cuando lo exija algún grave motivo de conveniencia pú-

1 Al darse la Constitución había más de treinta provincias; su número
había subido hasta más de cuarenta.
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blica; pero en ningún caso podrá concederlos por delitos co-
munes, ni a los empleados públicos por faltas cometidas en el
ejercicio de sus funciones".

Hasta 1853 el Poder Ejecutivo no había tenido la facultad
de conceder amnistías o indultos generales, sino únicamente
particulares; pero le había sido lícito concederlos por delitos
comunes. Ahora se le restringía la facultad en un sentido, y
se le ensanchaba en otro.

Ninguna innovación substancial se introducía en el Poder
Judicial, salvo la que hemos hecho notar: la elección popular
directa y secreta de los magistrados de la Corte Suprema. Asi-
mismo disponía el artículo 44, que los magistrados y fiscales
de los tribunales fuesen nombrados, en propiedad, por el voto
popular de los ciudadanos de los respectivos distritos judiciales;
y que la duración de tales empleados, así como la de los ma-
gistrados de la Corte Suprema, fuese solamente de cuatro años.
Por este modo se democratizaba todo lo posible la existencia
del Poder Judicial '1 del Ministerio público.

Aparte de lo que llevamos analizado, era de suma impor-
tancia el capítulo VIII, que trataba "del régimen municipal".
Conforme a sus disposiciones, la república continuaba dividida
en provincias, "para los efectos de la administración general
de los negocios nacionales; y las provincias se dividían en dis-
tritos parroquiales". Esta división podía variarse "para los efec-
tos fiscales, políticos y judiciales, por las leyes generales de la
república, y para efectos de la administración municipal, por
las ordenanzas municipales de cada provincia". Podían también
ser organizadas y gobernadas por leyes especiales las "porciones
territoriales (como el Caquetá y la Goajira) que no estuviesen
pobladas por habitantes reducidos a la vida civil.

Las anteriores Cámaras provinciales tomaban el nombre
de Legislaturas, y cada provincia debía darse su Constitución
municipal, con entera independencia, siempre que respetase lo
estatuído por la Constitución, o por las leyes relativas a lo
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reservado por ella a la nación. Los miembros de dichas Legis-
laturas debían "gozar de la misma inmunidad e irresponsabi-
lidad concedida a los senadores y representantes". Correspondía
a la Corte Suprema "resolver sobre la nulidad de las ordenan-
zas municipales, en cuanto fuesen contrarias a la Constitución
y a las leyes de la república"; pero no se determinaba quién
podía suspenderlas.

Cuanto a los gobernadores de las provincias, eran al propio
tiempo jefes del Poder Ejecutivo en ellas, y agentes del Go-
bierno general; y éste podía suspenderlos, pero sometiendo el
asunto a la Corte Suprema, para que fijase el tiempo que de-
biese durar la suspensión. Cada provincia tenía "el poder cons-
titucional bastante para disponer lo que juzgase conveniente a
su organización, régimen y administración interior, sin invadir
los objetos de competencia del Gobierno general, respecto de
los cuales era imprescindible y absoluta la obligación de con-
formarse a lo que sobre ellos dispusiesen la Constitución o
las leyes".

Entre el capítulo referente al Poder Ejecutivo y el que
trataba del Poder Judicial, iba incrustado el VI, relativo a "la
formación de las leyes". En éste se introducían dos innova-
ciones muy importantes. Consistía la primera, en reducir al
voto de la simple mayoría absoluta de cada Cámara, el necesa-
rio para insistir en un proyecto de ley objetado por el Poder
Ejecutivo; con lo cual se daba al Legislativo una autoridad
irresistible y sin contrapeso alguno. La segunda innovación con-
sistía en disponer que, "en todo caso de discordancia entre las
dos Cámaras en los proyectos legislativos, y después que la de
su origen hubiere insistido en su opinión primitiva, se reuni-
rían en un solo cuerpo, y allí, por mayoría absoluta de votos,
previa la correspondiente discusión, se resolvería 10 convenien-
te". El proyecto se pasaría al Poder Ejecutivo en los términos
en que así fuera acordado.
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Con esto, era evidente que el número vendría a resolver
todas las cuestiones legislativas, perdiéndose en mucha parte
las ventajas consiguientes a la división del Cuerpo Legislativo
en dos Cámaras.

Pero acaso la más trascendental de todas las disposiciones
de la Constitución de 1853, fue la contenida en el artículo 57,
relativa a los diversos modos por los cuales se podía reformar
la misma Constitución. Esos modos eran tres:

19 Una simple ley que, después de discutida y aprobada
en la forma ordinaria, fuese declarada conveniente y necesaria
por el voto de las cuatro quintas partes de los miembros de
ambas Cámaras.

29 Lo que acordase una Asamblea constituyente, convocada
por medio de una ley, y compuesta de tantos miembros cuan-
tos fuesen los senadores y representantes de cada provincia.

3Q Un simple. acto legislativo, acordado con las formalida-
des necesarias, publicado para este sólo efecto, y aprobado en
la siguiente reunión ordinaria del Congreso, sin variación de-
clarada cardinal.

El primer medio era de difícil ejecución, porque muy rara
vez podría obtenerse en ambas Cámaras el voto de las cuatro
quintas partes, en favor de una reforma de importancia car-
dinal. El segundo, exigía que los miembros del Congreso sacri-
ficasen sus puestos para que se diesen poderes a una Asamblea
constituyente, exponiendo la situación política a los azares de
una nueva elección. Así el tercer medio, que era el más sen-
cillo y aseguraba el predominio de las simples mayorías ab-
solutas, había de ser escogido en lo futuro; y lo fue, en efecto,
desde 1854. Ya veremos los resultados a que condujo.

En 1853 predominaban en la opinión liberal ciertos deseos
de restablecimiento de la antigua Colombia; pero se reconocía
la imposibilidad de que las tres repúblicas existentes se unie-
sen bajo la forma unitaria, y de antemano se admitía, para tal
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caso, la Confederación. De ahí el artículo final (transitorio)
de la Constitución de 18 53, en estos términos:

"El Poder Ejecutivo está facultado para celebrar tratados
con las repúblicas de Venezuela y el Ecuador, sobre restable-
cimiento de la Unión Colombiana bajo un sistema federal de
quince o más estados, cuya organización definitiva se realice
por una Convención Constituyente convocada según las es-
tipulaciones de dichos tratados".

Nobilísima aspiración era la que animaba a muchos patrio-
tas de las tres repúblicas, en el sentido de restablecer la Unión
Colombiana, mediante' la adopción de instituciones y medidas
para todos aceptables, y que conciliasen los legítimos intereses
de granadinos, venezolanos y ecuatorianos. Por desgracia, las
vicisitudes de la política en los tres países, impidieron la rea-
lización del grandioso pensamiento de unión; y aunque suce-
sivamente nuestras constituciones de 1853, 18 S8 Y 1863 con-
sagraron la misma idea, nunca se han entablado o seguido
negociaciones formales para preparar el readvenimiento de la
Gran Colombia. Acaso el tiempo lo realizará, como una ne-
cesidad y un gran progreso, si un día se logra allanar graves
dificultades de diverso orden, sobre todo, fiscales, y armonizar
el interés de la unidad nacional política, o de soberanía y go-
bierno común, con el de una amplia y' fecunda descentraliza-
ción administrativa, y fáciles y adecuadas vías de comunicación.

Como se ve, la Constitución radical de 1853, -tan la-
cónica y limitada que apenas constaba de sesenta y cuatro ar-
tículos, casi todos muy breves-, si no estableció por sí misma
la federación y la instabilidad de sus disposiciones. dejó el ca-
mino abierto, mediante la suma facilidad con que, en pocos
meses, de un Congreso ordinario a otro, podía reformarse com-
pletamente el Código fundamental de la república. Si ya la
vida política de la Nueva Granada había sido muy instable.
contándose desde 1812 nueve transformaciones relativas al go-
bierno y a las condiciones del derecho individual, social y po-



234 DERECHO PÚBLICO INTERNO

lítico; no sería de extrañar que en lo sucesivo fuese mayor la
instabilidad, una vez que la Constitución podía ser reformada,
en todo o en parte, cada año, con facilidad extrema, como
todas las leyes.

Seguramente guiaron muy sanas intenciones a los legisla-
dores constituyentes de 1853, Y es incuestionable que fundaban
en la idea de la justicia y en la relativa capacidad de los pue-
blos su aspiración a dar al régimen municipal el mayor ensan-
che posible. Pero confundieron en parte las cosas, llevando la
descentralización administrativa a un punto que comprometía
seriamente la unidad política; lanzaron el país a los azares del
sufragio directo y universal, exagerando el principio electivo
hasta el extremo de hacer perder su carácter propio al Poder
Judicial y al Ministerio público; entregaron la prensa, sin que-
rerlo, a los excesos de una libertad absoluta e irresponsable; y
sin la necesaria preparación, ni concierto alguno con la Iglesia
nacional, sino antes bien con espíritu de hostilidad manifiesta,
decretaron una completa separación de la Iglesia y el Estado,
y una libertad absoluta de cultos que, no estando en armonía
con las tradiciones y los sentimientos de la nación, dieron por
resultado frecuentes conflictos religiosos de las más deplorables
consecuencias. Añádese a todo esto que se llevó la descentrali-
zación, en lo tocante a la instrucción pública, demasiado lejos;
con lo que en este ramo se produjo la anarquía, y se llegó a
resultados lamentables para el progreso intelectual. Fue muy de
sentir que los legisladores de 1853, generalmente ilustrados y
patriotas, no hubieran sabido contener dentro de justos límites
su espíritu reformador, exaltado hasta el extremo.



CAPITULO III

REFORMAS PREPARATORIAS DE LA FEDERACIÓN

(1853 a 1857)

Grave y trascendental fue el encadenamiento de los suce-
sos políticos que, como consecuencias -de la Constitución de
] 853, ocurrieron desde fines de este año hasta fines de 18 57.
Cerca de treinta constituciones discordantes que se dieron las
provincias; la guerra civil de 1854; el cambio de política pro-
ducido en 1855; la creación sucesiva de los Estados federales
de Panamá y Antioquia (1855 Y 1856), y en seguida la de los
Estados de Santander, Bolívar, Boyacá, Cauca, Cundinamarca
y Magdalena (1857); y en este último año la ascensión com-
pleta del partido conservador al Gobierno nacional, produje-
ron resultados de suma consideración para el porvenir de la
república.

Tenemos a- la vista la colección entera de las constituciones
municipales que, de fines de 1853 a principios de 1854, se die-
ron todas las provincias de la Nueva Granada, a virtud del
derecho que se les reconoció por los artículos 48 y 51 de la
reciente Constitución nacional. Inútil sería en la presente his-
toria el análisis, y menos la compendiada reproducción, de
aquella enorme masa de constituciones, que en realidad fueron
efímeras, dado que en 1855 desaparecieron como entidades po-
líticas las provincias de Azuero, Chiriquí, Panamá y Veraguas,
reunidas en un $010 Estado federal (el de Panamá); que a su
vez, en 1856, quedaron refundidas en el Estado de Antioquia
la provincia del mismo nombre y las de Córdoba y Medellín;
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y que en 1857 todas las demás provincias de la república ce-
saron de existir ante ella, reunidas en los Estados de Bolívar,
Boyaeá, Cauce, Cundinemarca, Magdalena y Santander.

Además, si bien es cierto que en cada Constitución pro-
vincial predominó, cuando nó el espíritu de transacción, el de
alguno de los tres partidos en que la república estaba dividida,
es también evidente que, no obstante la diversidad de redac-
ción y de ideas que se puso de manifiesto en el conjunto de
aquellas constituciones, todas coincidieron en lo esencial de sus
disposiciones republicanas y en lo más característico de sus
formas. Así, comparando aquellos actos puede decirse que hu-
bo cuatro grupos de constituciones, diferentes en su espíritu
y más o menos en sus formas, a saber:

Constituciones netamente conservadoras, tales como las de
Bogotá, Pasto, Tunja y Riohacha, notables por su carácter re-
glamentario y su tendencia a dar a la autoridad la mayor fuer-
za posible, y a centralizarla y ponerla fuera del alcance del
sufragio democrático;

Constituciones netamente radicales, como las de Neiva,
Santa Marta, Socorro y Vélez, que tendían a la simplificación
de todo, a disminuír en lo posible la acción del Gobierno, re-
emplazándola con la libre iniciativa individual (lo que resultó
ser utópico), extendiendo el sufragio todavía más, y dando a
todas las cosas un carácter democrático excesivo;

Constituciones simplemente liberales, sin mezcla de radi-
calismo, que fueron numerosas, en las cuales se prohijaba el
antiguo liberalismo, dando importancia al sufragio y al régi-
men municipal, pero sin ir demasiado lejos; y

Constituciones moderadas o de transacción, liberales con-
servadoras, o conservadoras liberales (como la de la Provincia
de Mariquita, que adoptó el nombre indígena de Marquetá),
en las cuales se conciliaron en lo posible las ideas de las dos
antiguas parcialidades políticas del país.
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Sin embargo, como en todas las constituciones provinciales
hubieron de incluírse las garantías individuales consagradas
por la Constitución nacional, todas tuvieron forzosamente al-
guna tinta del radicalismo predominante en las principales ins-
tituciones. Entre las que más se distinguieron por su exagerado
espíritu democrático, deben citarse las de las provincias de
Neiva, el Socorro y Vélez. La primera fue notable por su la-
conismo, y por algunas disposiciones muy democráticas, como
las siguientes: renovación anual de la Legislatura, así como de
los Cabildos, y muy frecuente de otros empleados; gran am-
plitud dada a las funciones de los Cabildos parroquiales, con
muy extensas facultades, entre otras la de imponer contribu-
ciones muy poco restringidas; y el atribuír a la Legislatura el
libre nombramiento y remoción del Procurador de la Provin-
cia y del Administrador de Hacienda o Tesoro. Aparte de una
tendencia manifiesta a concentrar mucho poder en la Legisla-
tura y ocupar todos los años a los pueblos en elecciones, se no-
taba en el artículo 59 una idea que no se compadecía con .el
sufragio universal, a saber: la exigencia de la condición de sa-
ber leer y escribir para ser elector, bastando, por lo demás, ser
mayor de veintiún años y vecino de la provincia.

La Constitución del Socorro descentralizaba y democrati-
zaba de tal modo el gobierno municipal, que reconocía a los
distritos parroquiales una especie de autonomía en los asuntos
de su competencia, y los facultaba para darse sus constitucio-
nes locales. Podían convocarse cabildos abiertos, especie de ple-
biscitos, por los cuales se podía reformar la Constitución pa-
rroquial. También eran electivos muchos empleos, no populares
en realidad, se daban amplísimas facultades a los distritos, y
se adoptaban muchas libertades y garantías adicionales a la
Constitución nacional, entre otras el "derecho a la asistencia
pública" en caso de invalidez y falta de recursos para subsis-
tir, el de recibir instrucción primaria gratuita y "educación
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industrial", y el de no ser obligado a servir empleos onerosos,
salvo casos muy excepcionales.

Por último, la Constitución de la Provincia de Vélez, a
más de todo su radicalismo, de la misma índole que el de Nei-
va y el Socorro, concedía el sufragio a las mujeres. Ninguna
otra Constitución imitó este ejemplo; y es de notar que, al
verificarse las elecciones, no ocurrió el caso de que ninguna
mujer hiciese uso de aquella prerrogativa.

En cuanto a las constituciones conservadoras, ninguna am-
plió ni restringió el sufragio universal: todas lo adoptaron para
los asuntos municipales, como que el buen sentido indicaba
que esa manera de sufragio había de ser, en las poblaciones
neo-granadinas de aquel tiempo, la más ventajosa para la causa
conservadora, resueltamente apoyada por la generalidad del Cle-
ro y de los grandes propietarios y caciques de parroquias.

Al gran movimiento electoral y de legislaturas y constitu-
ciones provinciales, que todo lo removió y renovó, suscitando
en todos los pueblos una actividad antes desconocida, pero bas-
tante artificial, sucedió en Bogotá, tanto en 1853 como en los
primeros meses de 1854, una agitación profunda. La exaltación
de los ánimos había llegado al último grado entre el partido
radical, que tenía por jefe al doctor Murillo y por principal
ápoyo a gran parte de la juventud, y el viejo partido liberal,
cuyo principal jefe era el General Obando, a la sazón Presi-
dente de la República. Gólgotas llamaban a los primeros, Dra-
conianos a los segundos; y era evidente el desagrado con que
el gobierno general y los viejos liberales miraban la Constitu-
ción radical recientemente sancionada. Lo que más disgustaba
a los amigos del Gobierno era la elección popular de los gober-
nadores de las provincias, la libertad absoluta de la prensa, la
adopción del sufragio, universal y directo, y la completa sepa-
ración de la Iglesia y el Estado; instituciones con las cuales
creían imposible los liberales mantener su autoridad y sostenerse
en la posesión del poder.
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A la exaltación producida por la discordancia de ideas y de
intereses, se añadía un doble antagonismo: el que reinaba entre
los jóvenes radicales y los artesanos, cuyas "Sociedades Demo-
cráticas" eran abiertamente obandistas, casi enemigas del radi-
calismo, bien que con tendencias demagógicas; y el que existía,
y se agravaba cada día más, entre las tendencias civilistas de
los radicales, y el elemento militar, éste representado princi-
palmente por los generales Obando, Melo y Mantilla.

Ello fue que, con fútiles pretextos, mas personales que po-
líticos, el 17 de abril de 1854 el Comandante general de las
tropas (José María Melo) se pronunció en abierta rebelión,
fingió poner preso en el palacio nacional al Presidente Obando,
declaró disuelto el Congreso e hizo perseguir a los miembros de
éste que no eran ministeriales, proclamó el restablecimiento de
la Constitución de 1843 Y en suspenso la que regía, y estableció
una especie de gobierno provisional que no era sino una dic-
tadura militar. Uniéronse los partidos radical y conservador,
con algunos liberales de nota (tales como López, Plata y Men-
doza), en defensa de la causa constitucional, y después de una
lucha de más de siete meses quedó restablecido el imperio de la
Constitución, en cuyo nombre habían funcionado, sucesiva-
mente, en campaña, el Designado (General don Tomás Herre-
ra) y el Vicepresidente (don José de Obaldía); y la obra de
reparación hubo de completarse con la destitución judicial del
presidente y el destierro de Melo y muchos de sus secuaces.

Pero el prestigio de la Constitución no podía ser durable:
en realidad el partido conservador detestaba de ella, bien que
la había aceptado como bandera para combatir a Melo y hacer
desrituír a Obando. Durante la lucha armada se hizo elección
de nuevo vicepresidente, y el sufragio universal discernió el
puesto al doctor Mallarino, eminente ciudadano conservador;
suministrando así una prueba concluyente de la imprudente
ligereza con que los radicales habían llamado al sufragio uni-
versal, directo y secreto a decidir de los destinos de la N ación,



240 DERECHO PÚBLICO INTERNO

y del descrédito en que caían las exageradas ideas de reforma
poco antes proclamadas.

Verdad es que Mallarino, -apartándose, con alto espíritu
de integridad y patriotismo, del camino trillado por todos los
jefes del Gobierno, desde 1831,- inauguró- su administración
con nuevos auspicios, rechazando la estrecha y mezquina polí-
tica de partido, adoptando por reglas de conducta la neutra-
lidad, la honradez y la modestia, y formando un ministerio en
que estaban representados con honor el radicalismo, el viejo
liberalismo y un conservatismo moderado. Pero la misma hon-
rada neutralidad de Mallarino, en medio de los partidos, y la
exquisita moderación con que se condujo para apaciguar los
ánimos, dejaron el campo libre y seguro al voto popular; con
lo que, cuando llegó el gran día de la batalla del sufragio, la
verdadera mayoría numérica pudo manifestarse, y ella hizo in-
evitable la caída del radicalismo y del liberalismo en el terreno
legal.

Entretanto, el espíritu federalista se abría camino, y supo
con habilidad escogerlo. Había muchas razones, más o menos
especiosas, para solicitar que las cuatro provincias del Istmo
fuesen condensadas en un todo vigoroso y regidas por institu-
ciones especiales, sin perjuicio de su dependencia política res-
pecto del gobierno general. Esto se consideraba necesario para
hacer frente a las dificultades y los nuevos intereses, y aun pe-
ligros, que se desarrollaban en el Istmo, con motivo del acti-
vísimo tránsito entre Chagres y Panamá, provocado por el gran
movimiento californiano. Se imaginó, pues, en el Congreso de
1854, un acto legislativo adicional a la Constitución, que crea-
ba el Estado federal de Panamá; creación patentemente anó-
mala, puesto que un Estado federal iba a quedar haciendo parte
integrante de una república unitaria, y con instituciones no-
table y substancialmente distintas de las que la Constitución
tenía establecidas para el común de la Nación. El acto adicio-
nal, aprobado en 1854, lo fue también, sin variación, el 27 de
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febrero de 1855; quedando así, a los dos años no completos de
su existencia, reformada la Constitución. Lo más grave no era
el acto mismo, en lo principal, como creación del Estado de
Panamá, sino su artículo 12, que decía: "Una ley podrá erigir
en Estado que sea regido conforme al presente acto legislativo,
cualquiera porción del territorio de la Nueva Granada. La ley
que contenga la erección de un Estado, tendrá la misma fuerza
que el presente acto de reforma constitucional; no pudiendo
ser reformado sino por los mismos trámites de la Constitu-
ción". Este procedimiento era contradictorio y absurdo.

El artículo 19 del acto adicional llamaba al Estado de Pa-
namá, que se creaba, "Estado federal soberano, parte integrante
de la Nueva Granada", en la cual la soberanía era una; de
suerte que, sin comprenderse el verdadero sentido del vocablo,
se creaba un inevitable antagonismo de soberanías, y se con-
denaba a la república a una situación por todo término anor-
mal. El artículo 39 reducía a ocho negociados, aquellos de go-
bierno en que el Estado de Panamá quedaba sujeto a depen-
dencia respecto de las autoridades nacionales, y todo lo demás
lo dejaba a discreción del Gobierno panameño. Muy poco sig-
nificaban aquellos negociados, salvo las relaciones exteriores y
la organización y servicio del ejército permanente y de la ma-
rina de guerra; pero como pruebas de la real soberanía de Pa-
namá, se le dejaba plena libertad para todos los ramos de le-
gislación civil, penal, comercial, de organización judicial, pro-
cedimientos, policía, etc., y la peligrosa facultad de mantener
milicias propias, equivalentes al ejército nacional.

Las provincias de Antioquia, Medellín y Córdoba formaban
ya una sola, como en lo antiguo, y ésta se apresuró a pedir que
1:: erigiesen en Estado, como a Panamá 1. Acaso ninguna otra

1 Como una prueba de la ligereza con que procedían los legisladores,
hacemos notar que, desde 1850, hubo flujo de subdividir en cerca de cin-
cuenta las veinte provincias primitivas de la República. Deshízose luégo la
obra, y en 1856 no quedaban' sino dos Estados y veinte provindas.
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provincia era más apta para ello, por la condensación de $U

población minera y agrícola, por su riqueza, por su abundan-
cia de hombres prácticos, propios para el gobierno, y por el
carácter de sus habitantes, muy laboriosos y respetuosos por la
autoridad, Pero también, (con excepción de la Provincia de
Pasto) el pueblo antioqueño era y había sido el menos federa-
lista entre todos los de la república. ¿Por qué pidió con ahinco
la federación, contra las doctrinas conservadoras que en su seno
privaban? Precisamente por hacer casa aparte, librándose de la
acción del radicalismo consagrado por la Constitución nacio-
nal. ¡Ejemplo curioso y elocuente de las contradicciones políti-
cas a que es ocasionada toda reforma que, yendo demasiado le-
jos, créa una situación artificial y pugna con los sentimientos
y anhelos populares!

Ello fue que una ley de 1856 (11 de junio) creó el Estado
de Antioquia, enteramente a imagen y semejanta del de Pana-
má: con lo que la República quedó compuesta de dos Estados
federales soberanos y gran número de provincias sujetas a la
soberanía nacional.

Había comprendido el Congreso las consecuencias que se
derivarían de tan grave anomalía, y para sacar la república de
dificultades expidió, desde el año anterior, una ley por la cual
invitó a las Legislaturas de todas las provincias existentes, a que
manifestasen si querían o no que la república entera se recons-
tituyese en la forma de Confederación. De veintitrés provincias
(sin contar las cuatro que formaron el Estado de Panamá),
cinco se abstuvieron de dar opinión (dos de ellas por falta de
Legislaturas), cuatro (entre las más conservadoras) dieron su
voto adverso, y catorce se declararon en favor del régimen fe-
deral l. De ahí la opinión federalista de la mayoría del Con-
greso de 1857, mayoría que contribuyeron a formar los con-

1 Así la población de la República, representada por la. Legislaturas,
se manifestó de este modo:
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servadores de Antioquia y algunos de las provincias del Atlán-
tico y del Sur.

Era ya imperiosamente necesario erigir otros Estados, com-
puestos de las veinte provincias que subsistían bajo el régimen
constitucional de 1853; ora porque la gran mayoría de estas
provincias pedía el régimen federal, ora por salir de la anómala
situación creada con los Estados de Panamá y Antioquia. Y en
efecto, el Congreso de 1857 creó sucesivamente los Estados
restantes.

Por la ley de 8-13 de mayo se creó el Estado de Santander,
compuesto solamente de las provincias de Pamplona (poco an-
tes dividida en tres provincias) y Socorro, al que poco después
se agregó una parte de la de V élez y otra de la antigua de
Mompox o de Ocaña.

Por la ley de 15 de junio se completó la obra de disgrega-
ción federalista, creándose cinco Estados más, a saber:

El del Cauca, compuesto de las provincias de Buenaventu-
ra, Cauca, Chocó, Pasto (que acababa de estar dividida en tres)
y Popayán, con el territorio del Caquetá;

El de Cundinamarca, compuesto de las provincias de Bo-
gotá (que acaba de estar despedazada en cuatro), Mariquita
o Marquetá, y Neiva;

El de Boyacá, compuesto de las provincias de Casanare,
Tunja y Tundama, y dos de los tres Cantones de la de Vélez;

El de Bolívar, compuesto de las provincias de Cartagena
y Sabanilla y una parte, la principal, de la de Mompox; o sea
casi todo el primitivo "Cartagena de Indias"; y

Por la federación (inclusive Panamá)
En contra .. . . .. .... . ..
Indiferente, o sin emitir opinión

1.535,741 almas
464,147 "
242,092

Total, sin contar los territorios 2.241,980 almas

Así, prescindiendo de los que guardaron silencio, que en su gran ma-
yoría eran federalistas (Cartagena, Mompox, Ocaña, Sabanilla y Santa Mar-
ta) de 1.777,833, menos de la 7'!- parte fueron adversos.
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El del Magdalena, compuesto de las antiguas provincias de
Riohacha y Santa Marta (en la que se incluía la efímera de
Valledupar) con el territorio de la Goajira y algunos pueblos
de la antigua y también poco durable Provincia de Ocaña.

Nada podía ser más inconsulto, más desacertado que esta di-
visión de Estados. En rigor, solamente los de Cundinamarca y
Panamá quedaban con las demarcaciones naturales. El Cauca iba
a ser inmenso, temible y de difícil administración, con un terri-
torio tan vasto como el de todos los demás Estados juntos. An-
tioquia quedaba insuficiente, sin la región oriental del Atrato,
que hubiera sido muy conveniente agregarle. Bolívar perdía
injustamente toda su costa del Golfo de Urabá y del delta del
Atrato. El Magdalena no podía tener vida propia, y nacía
condenado a la impotencia. La Provincia de Vélez era, sin justa
razón, despedazada, cuando íntegramente debía pertenecer al
Estado de Boyacá. En suma, no' hubo previsión en el modo de
componer los Estados, en lo general, ni se tuvieron bien en
cuenta las tradiciones y costumbres de los pueblos, sus futuros
intereses ni los recursos que habían de necesitar para el soste-
nimiento de los Estados.

¿Por qué todo esto? Porque en el Congreso, a más de la
impaciencia que había por la creación de los seis Estados com-
plementarios, se hicieron sentir tres malas influencias: la del
General Mosquera, a quien guiaban miras ambiciosas respecto
de los Estados del Cauca y Panamá, que no se conciliaban con
una justa y acertada división territorial; la de los intereses lu-
gareños, que se abrieron camino para obtener combinaciones
perniciosas; y la del espíritu de partido, más preocupado con
futuros intereses electorales que con el grande interés de la co-
mún conveniencia. Como la mayoría federalista se componía,
en parte, de un grupo conservador, cuando se trató de la com-
posición territorial de los Estados, el egoísmo de partido pre-
dominó, imponiendo una división que no se compadecía con las
verdaderas necesidades de las poblaciones y del buen gobierno,
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En rigor, no debieron formarse sino siete Estados, pero mejor
equilibrados y con mejor distribución de territorios, poblacio-
nes y recursos. La demarcación que adoptó el Congreso pre-
paró innumerables dificultades y conflictos de muy diversa na-
turaleza.

Como quiera, la federación quedaba establecida, y lo más
extraño del fenómeno era que, realizándose tan enorme trans-
formación por medio de simples leyes, el nuevo régimen (que
tan funesto había sido de 1810 a 1815) iba a ser practicado
sin un número suficiente de federalistas convencidos. Los que
con más ahinco habíamos trabajado por la federación, nunca
pensámos en dar a la república, bajo el nombre de federal, sino
el régimen de una amplísima descentralización administrativa.
No deseábamos en manera alguna que se rompiese o quebran-
tase la grande unidad política y social; y por lo tanto, no que-
ríamos unos Estados soberanos, ni que se dislocase en ocho o
nueve órdenes de códigos la legislación primordial, esto es, ci-
vil, penal, comercial, orgánica judicial y de procedimientos.

Por otra parte, iba a producirse una peligrosísima anoma-
lía. El partido conservador (favorecido a la vez por el sufragio
de las muchedumbres inconscientes, y por el antagonismo en
que se hallaban los radicales y los liberales) había triunfado en
las elecciones de 1856, obteniendo mayorías en ambas Cáma-
ras, y eligiendo Presidente de la República al doctor Mariano
Ospina, insigne economista y jefe del más severo conservatis-
mo. Iba, pues, una administración rigorosamente conservadora
y antifederalista, a recibir el encargo de ejecutar una gran re-
forma que repugnaba notoriamente; y había de tocar a un
Congreso con mayorías conservadoras perfeccionar la federa-
ción, dando a la república una Constitución que, a fuer de fe-
deral, no podía menos de confirmar la obra imprudente del ra-
dicalismo. La época de la centralización acababa; veamos de
qué manera se desarrollaron la política y la reorganización
federal,


